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Temas:   
DERECHOS AL DEBIDO PROCESO Y ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / INADMISIÓN DE LA DEMANDA / TAXATIVIDAD DE LA NORMA PROCESAL / DEFECTO PROCEDIMENTAL. “[P]artiendo de esa regla de taxatividad que rodea varias cuestiones de orden procesal, entre ellas, la que nos ocupa, esto es, las causales para inadmitir una demanda, es necesario evitar interpretaciones extensivas a lo que de manera objetiva quiso el legislador. En ese contexto, como con ahínco lo refiere la accionante, el juzgado de primera instancia exigió que se le aportara copia del contrato de seguro celebrado entre las partes, pero sin especificar cuál requisito, de los generales (artículo 82 CGP) o de los especiales (art. 83 ib.), se incumplió. Es que, estas dos normas explícitamente señalan qué debe contener una demanda, y en ellas no aparece enlistado el requisito que los funcionarios echaron de menos. Que para el proceso es conveniente que el aludido contrato repose en el expediente, no se discute, pero es que el acceso a la justicia no puede cercenarse por razones meramente de conveniencia, sino por aquellas que expresamente el legislador ha erigido como causales para inadmitir o rechazar un escrito. Ni siquiera podría pensarse que el numeral 11 permita hacer tal exigencia, porque un recorrido por el mismo CGP o por la ley sustancial, en asuntos de seguros, deja al descubierto que es inexistente una norma que imponga tal carga para efectos de la admisión, sin perjuicio, claro está, de las consecuencias de orden probatorio y, consecuencialmente, para la decisión de fondo, pueda acarrear que no se le lleven al juez elementos de convicción suficientes. Dicho de otro modo, le está vedado al funcionario, so pretexto de una dirección adecuada del proceso, imponer exigencias que la misma ley no contempla. (…) Ni siquiera porque se acuda, como lo hizo el juez de segundo grado, al numeral 3° del artículo 84 del CGP, ya que en la demanda no se afirmó, ni se puede presumir, de buenas a primeras, que la aludida póliza esté en poder del demandante; y aún si lo estuviera, su falta de aportación, se repite, demostrado ese hecho, le acarrearía consecuencias procesales y sustanciales de otro tipo, que son ajenas a la admisión misma. Tampoco podría pensarse en el numeral 5° de esa norma, pues él se refiere a otros anexos que exija la ley. En esta ocasión, la demanda se presentó para iniciar un proceso verbal que, salvo reglas especiales para algunos de ellos, como la declaración de pertenencia, la servidumbre, la entrega de la cosa del tradente al adquirente, la restitución de bien arrendado, en los que sí deben aportarse unos documentos específicos desde la presentación del libelo, no impone exigencias adicionales. Es decir, en últimas, que la demanda para el cumplimiento de un contrato de seguro, carece de una regulación especial sobre anexos. Por consiguiente, como viene de verse, el proceder que se reprocha, no se ajusta a los parámetros legales y, por tanto, la desviación que se advierte impone la mediación del juez constitucional en defensa del derecho quebrantado, para verificar su protección, como se hará.”.
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Acta N° 63 de febrero 9 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Dora Luz Ocampo López contra los Juzgados Tercero Civil Municipal y Segundo Civil del Circuito locales.
ANTECEDENTES

Dora Luz Ocampo López, quien actúa por intermedio de apoderado judicial, presentó acción de tutela contra los Juzgados Tercero Civil Municipal y Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, en la que aduce la violación de los derechos nominados como “Acceso a la administración de justicia y debido proceso”, vulnerados, afirma, por los citados despachos judiciales, dentro del proceso judicial que inició contra Seguros de Vida Suramericana SA y Bancolombia SA, que incurrieron en una vía de hecho.
 



Se expuso, en síntesis, que presentó demandada ordinaria de cumplimiento de contrato de seguro frente a las precitadas entidades, radicada en el Juzgado Tercero Civil Municipal con el número 2016-00320-00; fue inadmitida con el argumento de que no se presentó la póliza de vida grupo deudores No. 083-77007 y ello, para el juzgado, constituía causal taxativa de inadmisión al tenor de lo prevenido por el artículo 90 del CGP; se procedió a corregir presentando una impresión del clausulado que de dicha póliza se encuentra consignada en la página de internet de Suramericana, pero no fue aceptada y se rechazó la demanda, por cuanto era imposible determinar la existencia de la relación contractual entre las partes. 
  



Contra esa decisión se interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación, en el que se hizo ver que la falta de ese anexo no constituía una causa para la inadmisión del libelo, pues el contrato es consensual, de suerte que su existencia se podía establecer por cualquier medio probatorio; pero el juzgado no repuso y precisó que lo pedido buscaba “corroborar, justificar y decidir sobre lo que allí se pactó, desde qué fecha se suscribió, las partes que intervinieron, las cláusulas que conformaron el contenido del contrato, etc.; en definitiva, para conocer las condiciones generales y específicas bajo las cuales se llegó a un acuerdo entre las partes y se suscribió el contrato respectivo”.

  



Agregó que el 29 de junio presentó nuevos argumentos para sustentar la apelación, pero el Juzgado Segundo Civil del Circuito confirmó los autos proferidos en primera instancia, y para ello indicó que el artículo 90 del CGP obliga al Juez a la admisión de la demanda  cuando reúne los requisitos de ley, bajo el entendido de que satisfaga lo previsto en los artículos 82, 83, 84, 85, 621 y demás normas especiales de ese estatuto; en caso contrario, se debe proceder a su inadmisión; para la demanda promovida, dijo la segunda instancia, es ineludible aportar el documento que acredite la existencia del contrato de seguro, más allá de la característica de consensualidad, para determinar las condiciones concretas fijadas entre demandante y demandada.
 



Solicitó la protección de sus derechos y, como consecuencia de ello, que se deje sin efectos el auto del 17 de agosto de 2016 proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito, por medio del cual confirmó los dictados por el Juzgado Tercero Civil Municipal, para que proceda a admitir la demanda.
 



Aportó copias de las actuaciones procesales anunciadas. 
Se dispuso el trámite respectivo y el Juzgado Tercero Civil Municipal remitió el proceso original. 
CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que la acción de tutela es un mecanismo breve y sumario que le permite a toda persona acudir al auxilio de un juez para que le proteja sus derechos fundamentales, si ellos se ven vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad y, en ciertos eventos, de un particular (art. 86 CN). 
En el caso presente, Dora Luz Ocampo López, dirigió su reclamo contra los Juzgados Tercero Civil Municipal y Segundo Civil del Circuito de Pereira, en procura de la protección de los derechos arriba señalados, que estima conculcados por dichas autoridades judiciales por cuanto, se inadmitió la demanda de cumplimiento de contrato de seguro que presentó contra Seguros de Vida Suramericana SA y Bancolombia SA, por no haberse aportado la póliza de vida deudores número 083-77007, y posteriormente fue rechazada, decisión que se mantuvo luego del recurso de reposición interpuesto y que el superior confirmó. 
   
  


Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, esta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución.  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
  



Aquellos presupuestos generales se satisfacen, como quiera que se aduce la vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso y el acceso a la administración de justicia; se agotaron los recursos de ley frente a las posiciones que se reprochan de parte del juzgado de primer grado; se cumple el principio de inmediatez; si se advirtiera la irregularidad que le achaca la demandante a los funcionarios demandados, incidiría en la decisión de fondo; y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela. 

   



Es viable, en consecuencia analizar si se da alguno de los supuestos especiales, concretamente, si se pudieron configurar un defecto procedimental o fáctico y uno sustantivo. 

Con suficiencia se ha precisado sobre la incursión en un defecto procedimental, que: 

El defecto procedimental como una causal especial de procedencia de la tutela contra providencias judiciales se sustenta en los artículos 29 y 228 de la Constitución, que consagran los derechos al debido proceso y a la administración de justicia y el principio de prevalencia del derecho sustancial que protege a las personas de que se presente una grave arbitrariedad en el acceso a la justicia. La Corte Constitucional ha reconocido dos modalidades de este defecto: i) el absoluto, que se da cuando hay una desviación del procedimiento legalmente establecido… y ii) por “exceso ritual manifiesto, que tiene lugar cuando hay una renuncia consciente de la verdad jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las normas procesales”…. –negrillas y subrayas propias-
 
 34. En relación con el defecto procedimental absoluto…, la Corte ha indicado que ““[c]uando el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental. El defecto procedimental se erige en una violación al debido proceso cuando el juez da un cauce que no corresponde al asunto sometido a su competencia, o cuando pretermite las etapas propias del juicio, como por ejemplo, omite la notificación de un acto que requiera de esta formalidad según la ley, o cuando pasa por alto realizar el debate probatorio, natural a todo proceso, vulnerando el derecho de defensa y contradicción de los sujetos procesales al no permitirles sustentar o comprobar los hechos de la demanda o su contestación, con la consecuente negación de sus pretensiones en la decisión de fondo y la violación a los derechos fundamentales”….
 
 De acuerdo con lo anterior, la decisión del juez en un proceso se torna arbitraria por falta de fundamento legal que la sostenga, y por lo tanto se configura un defecto procedimental absoluto cuando: i) se tramita un proceso de forma diferente a la establecida legalmente… o ii) se desconocen etapas del procedimiento que comprometen los derechos fundamentales de las partes como, por ejemplo, una notificación, un momento probatorio, o la posibilidad de que una decisión sea revisada en segunda instancia cuando era procedente la apelación…
 
35. Sobre el segundo tipo de defecto procedimental, el exceso ritual manifiesto…, la Corte Constitucional ha sostenido que se configura “en eventos en los cuales el juzgador incurre en una vulneración del mandato de dar prevalencia al derecho sustancial, o del derecho al acceso a la administración de justicia por (i) dejar de inaplicar disposiciones procesales que se oponen a la vigencia de derechos constitucionales en un caso concreto; (ii) exigir el cumplimiento de requisitos formales de forma irreflexiva, aunque en determinadas circunstancias puedan constituir cargas imposibles de cumplir para las partes, siempre que esa situación se encuentre comprobada; o (iii), incurrir en un rigorismo procedimental en la apreciación de las pruebas”…
 
36. Adicionalmente, la jurisprudencia ha establecido que tanto para los casos del defecto procedimental absoluto como del exceso ritual manifiesto, es necesario que: i) el desconocimiento del procedimiento tenga un efecto definitivo para la vulneración de los derechos fundamentales…; ii) la desviación o irregularidad no pueda subsanarse por otra vía; y iii) de ser posible, haya sido alegada en el proceso…”
  



Y acerca del sustantivo se precisa que
:

 …tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible en caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene.”

  



En el caso de ahora se tiene acreditado lo siguiente:
  



1. La accionante presentó una demanda de cumplimiento de contrato de seguro contra Seguros de Vida Suramericana SA y Bancolombia SA, tendiente a que se le reconozcan los amparos contenidos en la Póliza de Vida Grupo Deudores No 083-77007.    



 

  



2. Mediante proveído del 19 de mayo de 2016, el Juzgado Tercero Civil Municipal, inadmitió la demanda, porque no se arrimó la citada póliza y adujo que “El vicio que presenta el libelo introductorio constituye causal de inadmisión que taxativamente enuncia el canon 90 del C.G.P.”, así que concedió el término de 5 días para la corrección del caso.

 



3. En procura de satisfacer ese requerimiento, se adjuntó una “impresión del clausulado de la póliza SEGURO DE VIDA GRUPO –Plan Vida Deudores-“ que la compañía aseguradora tiene publicada en su página de internet, según se anunció por la interesada.

 



4. Con auto del 3 de junio siguiente, indicó el Juzgado que con ese documento era imposible determinar que entre la demandante (o la madre de la misma) y los demandados se suscribió dicho contrato, pues no se arrimó soporte alguno del mismo; entonces, procedió al rechazó  de la demanda.

  



5. Frente a esa resolución, se interpusieron recursos de reposición y en subsidio el de apelación, con el argumento de que la razón esgrimida por el despacho es ajena a las causales de inadmisión, sumado al hecho de que el artículo 90 del CGP, prevé que el juez debe señalar con precisión los defectos de que adolezca la demanda lo que se omitió, pues no se señaló cuál de las siete (7) causales que contempla esa norma, corresponde al defecto resaltado por el Juzgado. Tampoco aparece como motivo de inadmisión la ausencia de una prueba que acredite que entre las partes se celebró un contrato; esa falencia correspondería al debate probatorio y a la decisión de fondo. 
  



6. Se mantuvo la decisión, con el argumento de que  la falta de señalamiento de una causal exacta de de inadmisión es insuficiente, como quiera que se solicitó la póliza sobre la que versa la reclamación pertinente y de acuerdo con el artículo 1046 del CCo, pudo haber solicitado una copia o su duplicado; por lo demás, el despacho considera necesario que se aporte ese documento, porque sin él no podría analizar, ni rebatir, ni confrontar objetivamente su contenido.

   



7. Para el desenlace de la alzada, la recurrente presentó argumentos adicionales, en los que insistió que lo requerido es cuestión probatoria. Sin embargo, el Juzgado Segundo Civil del Circuito confirmó los autos proferidos en primera instancia; recordó que el que rechaza la demanda se extiende al que la hubiere inadmitido; señaló que carece de razón el recurrente al  afirmar que es inviable la exigencia de la póliza, como causal de inadmisión a la luz del artículo 90 del CGP, ya que tal canon obliga al Juez a la admisión de la demanda  cuando reúne los requisitos de ley bajo el entendido de que satisfaga lo previsto en los artículos 82, 83. 84, 85, 621 y demás normas especiales que señala el Código; en caso contrario, debe proceder a su inadmisión, pues los numerales 1º y 2º así lo señalan: “Cuando no reúna los requisitos formales.” – “Cuando no se acompañen los anexos ordenados por la ley”, respectivamente. Para el caso concreto, dijo en su providencia, era indudable que tenía que aportarse el documento que acreditara la existencia del contrato de seguro, tal como lo prevé el numeral 3º del artículo 84 del CGP, con el fin de “precaver nulidades procesales posteriores” más allá de la característica de consensualidad, y lo que se arrimó solo corresponde a cláusulas generales, ni siquiera a las particulares con el fin de determinar las condiciones concretas en las que se fijaron las pautas entre demandada y demandante. Finalmente, adujo que contó con la opción de que trata el numeral 6º del artículo 82 de la misma norma, en el sentido de solicitar de la parte demandada que aportara la póliza. 
  



Trasunto del cual emerge, para la Sala, que se incurrió en los defectos sustantivo y procedimiental señalados. 
   



En el primero, porque los funcionarios le dieron a las normas del CGP que sirvieron de sustento a sus decisiones, un alcance distinto al que les corresponde. Y el segundo, por cuanto, producto de lo anterior, impusieron a la demandante cargas, respecto de su libelo inicial, que no está llamada a cumplir, como presupuestos para su admisión, sin perjuicio de las que el devenir del proceso le imponga en la fase probatoria. 
   



Así se afirma, en forma categórica, porque partiendo de esa regla de taxatividad que rodea varias cuestiones de orden procesal, entre ellas, la que nos ocupa, esto es, las causales para inadmitir una demanda, es necesario evitar interpretaciones extensivas a lo que de manera objetiva quiso el legislador. En ese contexto, como con ahínco lo refiere la accionante, el juzgado de primera instancia exigió que se le aportara copia del contrato de seguro celebrado entre las partes, pero sin especificar cuál requisito, de los generales (artículo 82 CGP) o de los especiales (art. 83 ib.), se incumplió. 
   



Es que, estas dos normas explícitamente señalan qué debe contener una demanda, y en ellas no aparece enlistado el requisito que los funcionarios echaron de menos. Que para el proceso es conveniente que el aludido contrato repose en el expediente, no se discute, pero es que el acceso a la justicia no puede cercenarse por razones meramente de conveniencia, sino por aquellas que expresamente el legislador ha erigido como causales para inadmitir o rechazar un escrito. Ni siquiera podría pensarse que el numeral 11 permita hacer tal exigencia, porque un recorrido por el mismo CGP o por la ley sustancial, en asuntos de seguros, deja al descubierto que es inexistente una norma que imponga tal carga para efectos de la admisión, sin perjuicio, claro está, de las consecuencias de orden probatorio y, consecuencialmente, para la decisión de fondo, pueda acarrear que no se le lleven al juez elementos de convicción suficientes. Dicho de otro modo, le está vedado al funcionario, so pretexto de una dirección adecuada del proceso, imponer exigencias que la misma ley no contempla. No se olvide que “las normas que imponen sanciones o que establecen límites a los derechos son de interpretación restrictiva. Las reglas que el interprete pretenda derivar de una disposición jurídica, al margen de este principio hermenéutico, carecerán de todo valor jurídico”

   



Ni siquiera porque se acuda, como lo hizo el juez de segundo grado, al numeral 3° del artículo 84 del CGP, ya que en la demanda no se afirmó, ni se puede presumir, de buenas a primeras, que la aludida póliza esté en poder del demandante; y aún si lo estuviera, su falta de aportación, se repite, demostrado ese hecho, le acarrearía consecuencias procesales y sustanciales de otro tipo, que son ajenas a la admisión misma. 
   



Tampoco podría pensarse en el numeral 5° de esa norma, pues él se refiere a otros anexos que exija la ley. En esta ocasión, la demanda se presentó para iniciar un proceso verbal que, salvo reglas especiales para algunos de ellos, como la declaración de pertenencia, la servidumbre, la entrega de la cosa del tradente al adquirente, la restitución de bien arrendado, en los que sí deben aportarse unos documentos específicos desde la presentación del libelo, no impone exigencias adicionales. Es decir, en últimas, que la demanda para el cumplimiento de un contrato de seguro, carece de una regulación especial sobre anexos. 

 



Por consiguiente, como viene de verse, el proceder que se reprocha, no se ajusta a los parámetros legales y, por tanto, la desviación que se advierte impone la mediación del juez constitucional en defensa del derecho quebrantado, para verificar su protección, como se hará.

 



En conclusión, se estima apropiado conceder el amparo deprecado, en virtud de lo cual se dejarán sin efecto: (i) el auto del 17 de agosto de 2017, proferido en segundo grado por parte del Juzgado Segundo Civil del Circuito local, por medio del cual confirmó, en todas sus partes, los autos del 19 de mayo y 03 de junio de 2016, dictados por el Juzgado Tercero Civil Municipal de la ciudad, dentro de la demanda verbal de cumplimiento de contrato iniciada por Dora Luz Ocampo López contra Seguros de Vida Suramericana SA y Bancolombia SA, y (ii) las actuaciones subsiguientes ante este último despacho judicial, para que un término que no supere las cuarenta y ocho (48) horas, siguientes a la notificación de esta sentencia y una vez le sea enviado el expediente del caso, se pronuncie de nuevo sobre el recurso de apelación, tomando en cuanta las anteriores observaciones. 

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE:

 
1. 

Se CONCEDE el amparo deprecado por Dora Luz Ocampo López.
   
2. 
Como consecuencia de ello, se dejan sin efecto: (i) el auto del 17 de agosto de 2017, proferido en segundo grado por parte del Juzgado Segundo Civil del Circuito local, por medio del cual confirmó, en todas sus partes, los autos del 19 de mayo y 03 de junio de 2016, dictados por el Juzgado Tercero Civil Municipal de la ciudad, dentro de la demanda verbal de cumplimiento de contrato iniciada por Dora Luz Ocampo López contra Seguros de Vida Suramericana SA y Bancolombia SA; y (ii) las actuaciones subsiguientes del Juzgado Tercero Civil Municipal.


3. 
Dentro de las cuarenta y ocho (48) horas, siguientes a la notificación de esta providencia, contadas desde el momento en que le sea enviado el expediente del caso, el Juzgado Segundo Civil del Circuito, se pronunciara de nuevo sobre el recurso de apelación presentado por la parte demandante dentro del asunto en cita, para lo cual deberá tener presentes las observaciones aquí plasmadas. 

   



De tal gestión, dará cuenta a esta Sala.
Notifíquese la decisión a los intervinientes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y en firme, si no es impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS
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